                                                                                            Incidente de desacato de segunda instancia

Radicado: 66001 31 87 003 2016 00139 01
                                                                                  Accionante: José Uriel Sáenz Salazar 

Asunto: Revoca sanción  

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente 
proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 
Providencia:
Auto – Incidente de desacato en el grado de consulta – 15 de marzo de 2017
Proceso:                

Acción de Tutela – Revoca sanción

Radicación Nro. :
  
66001 31 87 003 2016 00139 01                                                                
Accionante:

JOSÉ URIEL SÁEZ SALAZAR 
Accionados:     

UNIDAD DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS
Magistrado Ponente: 
JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Temas: 


 INCIDENTE DE DESACATO / DERECHO DE PETICIÓN / CUMPLIMIENTO DE LA ORDEN. “Luego del trámite que culminó con la sanción de las funcionarias de la UARIV por el desacato al fallo de tutela aludido, esta Sala observa que el 2 de febrero de 2017 el Director Técnico de Reparación de la UARIV informó tanto al juzgado de primer nivel (Fls. 30-32) como a este Tribunal (Fls. 33-35), que al señor José Uriel Sáenz Salazar se le dio respuesta de fondo a su petición del 21 de noviembre de 2016, mediante la comunicación No.20177202370671 del 02/02/2017, del cual adjuntó una copia (folio 38) y que la misma había sido enviada con la guía de correo RN705244675CO (…). De acuerdo a lo anterior, la auxiliar de Magistrado imprimió la guía RN705244675CO de la empresa 472, verificándose que la  correspondencia dirigida al accionante fue recibida por el señor Harold Tapasco (folio 4, cuaderno de consulta).  Al respecto, el señor José Uriel Sáenz Salazar compareció al despacho para reclamar  una copia de la respuesta de la UARIV, toda vez que el mismo había informado telefónicamente, que si conocía al señor Harold Tapasco, pero que este no le había entregado la comunicación de la UARIV, según constancia visible a folio 5 ídem.  Así las cosas, este Tribunal concluye que en este asunto en particular se superó el hecho que motivó la acción de tutela y por lo tanto, la Sala revocará la sanción impuesta por el A quo.”.

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO

[image: image1.png]



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA

SALA DE DECISION PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, quince (15) de marzo de dos mil diecisiete (2017)
Proyecto aprobado por Acta No.0236
Hora: 3:00 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
De conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 del decreto 2591 de 1991, se entra a resolver lo concerniente al grado de consulta frente a la decisión del  31 de enero de 2017 proferida por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, mediante la cual impuso sanción de arresto por tres (3) días y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente, a la doctora IRIS MARÍN ORTÍZ, en calidad de Subdirectora General de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV, o quien haga sus veces, y a la doctora MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO (sin indicar el cargo), de esa misma entidad, por desacato al fallo de tutela proferido por ese mismo despacho el  28 de diciembre de 2016.
2. ANTECEDENTES
2.1. Mediante sentencia de primera instancia del 28 de diciembre de 2016 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, tuteló el derecho fundamental de petición al señor José Uriel Sáenz Salazar y en consecuencia, ordenó a la UARIV que el término de dos (2) días contado a partir de la notificación del fallo, diera respuesta de fondo a lo pedido por el señor Sáenz Salazar (Fls. 7-9).  Al respecto, se observa que el accionante coadyuvado por la Personería de Pereira, había radicado el 21 de noviembre de 2016 un escrito en la UARIV en el que solicitó “se informe de manera clara, precisa y de fondo sobre el pago de indemnización como víctima RADICADO AL NUMERO 209813 del conflicto armado específicamente el pago del turno palmario GAC-160515-062, evidentemente el peticionario agotó todas las instancias para el pago oportuno, pero a la fecha le manifestaron que iniciarían a pagar desde el mes de junio de 2016. Por consiguiente el peticionario requiere le informen cual es la actuación que se surtirá frente a dicha tutela y dicho turno. Es importante manifestar ante su despacho que mi solicitud radica en que necesito saber cuál es el siguiente paso para acceder a mis solicitudes.” (Folio 3)
2.2. El 13 de enero de 2017 el señor José Uriel Sáenz Salazar presentó un escrito ante el despacho de conocimiento en el que dio a conocer que la UARIV no había dado respuesta a su petición del 21 de noviembre de 2016 (Fls. 15 y 16).

2.3.  De acuerdo a lo anterior, el J3EPMS adelantó las diligencias en aras de hacer cumplir la sentencia de tutela del 28 de diciembre de 2016  y en tal sentido, profirió las siguientes órdenes:
1. Mediante auto del 16 de enero de 2017, ordenó oficiar a la doctora IRIS MARÍN ORTÍZ, Subdirectora General de la UARIV o quien haga sus veces y a la doctora MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO, Directora de Reparación, ambas de la UARIV con sede en Bogotá, a la primera  para que hiciera cumplir el fallo aludido y la segunda para que acatara la orden dada en la sentencia de tutela. (Fls. 17 y 18). Dicha decisión fue notificada a esas funcionarias mediante los oficios Nos.208 y 209 del 17 de enero de 2017 (Fls. 19 y 20 frente), respectivamente, los cuales fueron enviados el 18 de enero de 2017 a los siguientes correos electrónicos (Fls. 19 y 20, vuelto):

· notificacionesjuridicauariv@unidadvictimas.gov.co 

· caminoalareparacion@unidadvictimas.gov.co  

· notificacioeslex1unidadvictimas.gov.co

2. Mediante auto del 23 de enero de 2017, ordenó iniciar incidente de desacato en contra de las doctoras IRIS MARIN ORTIZ y MARIA EUGENCIA MORALES CASTRO  (folio 21, frente y vuelto).  Dicha decisión fue enviada el 25 de enero de 2017 a los correos electrónicos antes señalados (folio 22, vuelto).
3. Ante el silencio de las funcionarias demandadas, el 31 de enero de 2017 el juez de primer nivel decidió sancionar a la doctora IRIS MARÍN ORTÍZ Subdirectora General o  a quien haga sus veces y a la doctora MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO, sin indicar el cargo, ambas de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las víctimas- UARIV con sede en Bogotá, con arresto de tres (3) días y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente a la fecha de este proveído, para cada una, y por desacato a la sentencia de tutela proferida por ese despacho el 28 de diciembre de 2016, sin perjuicio del cabal cumplimiento de la misma. Igualmente, ordenó que se surtiera el grado jurisdiccional de consulta frente a esa decisión  (Fls. 24 y 25).
3. CONSIDERACIONES

3.1. COMPETENCIA

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para revisar y decidir sobre la juridicidad de esta decisión, de conformidad con los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.

3.2. PROBLEMA JURÍDICO

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión consultada se encuentra ajustada a derecho, toda vez que el juez de conocimiento debió establecer si la orden fue acatada o no objetivamente para concluir si procedía la sanción impuesta.

Lo anterior, por cuanto la finalidad del desacato no es otra que lograr el cumplimiento de la orden judicial que dispuso la protección de los derechos fundamentales del accionante.

3.3. El artículo 86 de la Constitución Política de 1991 consagró la acción de tutela con la finalidad de garantizar la efectiva protección de los derechos fundamentales de las personas cuando quiera que éstos se vean vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o de un particular en los casos establecidos en la ley, protección que se ve materializada con la emisión de una orden por parte del juez de tutela dirigida a impedir que tal situación se prolongue en el tiempo.  

3.4. Ahora bien, la Corte Constitucional en la Sentencia T-512 de 2011 contiene la naturaleza del incidente de desacato expresando lo siguiente:

“El incidente de desacato es un mecanismo de creación legal que procede a petición de la parte interesada, de oficio o por intervención del Ministerio Público, el cual tiene como propósito que el juez constitucional, en ejercicio de sus potestades disciplinarias, sancione con arresto y multa a quien desatienda las órdenes de tutela mediante las cuales se protejan derechos fundamentales. De acuerdo con su formulación jurídica, el incidente de desacato ha sido entendido como un procedimiento: (i) que se inscribe en el ejercicio del poder jurisdiccional sancionatorio; (ii) cuyo trámite tiene carácter incidental. La Corte Constitucional ha manifestado que la sanción que puede ser impuesta dentro del incidente de desacato tiene carácter disciplinario, dentro de los rangos de multa y arresto, resaltando que, si bien entre los objetivos del incidente de desacato está Sancionar el incumplimiento del fallo de tutela por parte de la autoridad responsable, ciertamente lo que se busca lograr es el cumplimiento efectivo de la orden de tutela pendiente de ser ejecutada y, por ende, la protección de los derechos fundamentales con ella protegidos.”

3.5.  DEL CASO EN CONCRETO 

3.5.1.  Luego del trámite que culminó con la sanción de las funcionarias de la UARIV por el desacato al fallo de tutela aludido, esta Sala observa que el 2 de febrero de 2017 el Director Técnico de Reparación de la UARIV informó tanto al juzgado de primer nivel (Fls. 30-32) como a este Tribunal (Fls. 33-35), que al señor José Uriel Sáenz Salazar se le dio respuesta de fondo a su petición del 21 de noviembre de 2016, mediante la comunicación No.20177202370671 del 02/02/2017, del cual adjuntó una copia (folio 38) y que la misma había sido enviada con la guía de correo RN705244675CO (folio 37). Del oficio aludido, se desprende que al accionante se le informó lo siguiente:

“…le manifestamos que en estos momentos ya contamos con la documentación necesaria y se han cargado los cuadros de pago en nuestra herramienta.  Acto seguido, hemos hecho la solicitud de desembolso de los recursos, atendiendo los criterios de progresividad, gradualidad y sostenibilidad, los cuales podrán ser puestos a su disposición en la primera vigencia fiscal del año 2017, a más tardar en el mes de abril.  Las condiciones del pago le serán debidamente notificadas...”
3.5.2. De acuerdo a lo anterior, la auxiliar de Magistrado imprimió la guía RN705244675CO de la empresa 472, verificándose que la  correspondencia dirigida al accionante fue recibida por el señor Harold Tapasco (folio 4, cuaderno de consulta).  Al respecto, el señor José Uriel Sáenz Salazar compareció al despacho para reclamar  una copia de la respuesta de la UARIV, toda vez que el mismo había informado telefónicamente, que si conocía al señor Harold Tapasco, pero que este no le había entregado la comunicación de la UARIV, según constancia visible a folio 5 ídem.
3.5.2.  Así las cosas, este Tribunal concluye que en este asunto en particular se superó el hecho que motivó la acción de tutela y por lo tanto, la Sala revocará la sanción impuesta por el A quo.
 DECISIÓN

Por lo expuesto en precedencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la decisión proferida el 31 de enero de 2017 por el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, mediante la cual sancionó a la doctora IRIS MARÍN ORTÍZ, Subdirectora General de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV (o  a quien haga sus veces) y a la doctora MARÍA EUGENIA MORALES CASTRO de la  Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV (o a quien haga sus veces) con sede en Bogotá, con arresto de tres (3) días y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente. 

Lo anterior, en razón a que ya se dio cumplimiento a lo ordenado en dicha providencia.  Por lo tanto se deja sin efectos la sanción que se había impuesto a los mencionados funcionarios por desacato al citado fallo de tutela.

SEGUNDO: Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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